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9076 RESOLUCIÓN de 26 de marzo de 1998, de la Uni-
versidad de Santiago de Compostela, por la que se
aprueba y se publica la lista de admitidos y excluidos
y se anuncia la fecha y la hora y lugar de celebración
del primer ejercicio de la convocatoria del concurso-
oposición libre, para la provisión de ocho plazas de
Ayudantes de Archivos, Bibliotecas y Museos, gru-
po B (cinco plazas para la sección de bibliotecas y
tres plazas para la sección de archivos), con destino
en esta Universidad.

De conformidad con lo establecido en el Reglamento General
de Ingreso del Personal al Servicio de la Administración General
del Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción
Profesional de los Funcionarios Civiles de la Administración Gene-
ral del Estado, aprobado por Real Decreto 364/1995, de 10 de
marzo,

El Rector resuelve:

Primero.—Aprobar las listas provisionales de aspirantes admi-
tidos y excluidos a las citadas pruebas. Dichas listas se encuentran
expuestas al público en el tablón de anuncios de este Rectorado.

Segundo.—Publicar la lista provisional de personas excluidas a
que se refiere el párrafo anterior, la cual figura como anexo a esta
Resolución, con mención de la causa que motiva la exclusión.

Tercero.—Conceder un plazo máximo de diez días, contados a
partir del siguiente al de la publicación de esta Resolución, con
el fin de que los opositores excluidos u omitidos puedan subsanar
los defectos que hayan motivado su no admisión. Concluido este
plazo, se publicará la lista definitiva de aspirantes admitidos y exclui-
dos en el tablón de anuncios del Rectorado de esta Universidad.

Cuarto.—Conceder a los solicitantes admitidos, que no acre-
ditaron documentalmente los méritos alegados en la solicitud, un
plazo máximo de diez días, contados a partir del siguiente al de
la publicación de esta Resolución, para subsanar estas omisiones,
a efectos de su posible valoración en la fase de concurso.

Quinto.—Convocar a los aspirantes admitidos, en llamamiento
único, a la realización del primer ejercicio, que tendrá lugar el
día 6 de junio, a las nueve horas, en las aulas A y B de la Facultad
de Ciencias Económicas y Empresariales en el Campus Norte.

Los opositores deberán ir provistos de documento nacional de
identidad o del documento equivalente que acredite, de forma
fehaciente, su personalidad.

Santiago de Compostela, 26 de marzo de 1998.—El Rector,
Darío Villanueva Prieto.

ANEXO

Escala de Ayudantes de Archivos, Bibliotecas y Museos

LISTA DE EXCLUIDOS

Sección de Bibliotecas

Apellidos y nombre DNI Causa de exclusión

Calvo Pérez, Ana Belén .. 17.737.804 No incluir fotocopia del
DNI o documento acre-
ditativo de la identi-
dad.

Sección de Archivos

Apellidos y nombre DNI Causa de exclusión

Gómez González, Pedro José .. 6.567.462 No haber ingresa-
do derechos de
examen.

9077 CORRECCIÓN de erratas de la Resolución de 31 de
marzo de 1998, de la Secretaría General del Consejo
de Universidades, por la que se señalan lugar, día
y hora para la celebración de sorteos para provisión
de plazas de Cuerpos Docentes Universitarios.

Advertida errata en la inserción de la Resolución de 31 de
marzo de 1998, de la Secretaría General del Consejo de Univer-
sidades, por la que se señalan lugar, día y hora para la celebración
de sorteos para provisión de plazas de Cuerpos Docentes Uni-
versitarios, publicada en el «Boletín Oficial del Estado» número 83,
de fecha 7 de abril de 1998, páginas 11761 a 11766, se transcribe
a continuación la oportuna rectificación:

En el anexo, página 11762, segunda columna, en la Univer-
sidad de Burgos, a partir de la octava línea, deben anularse los
anuncios de los concursos comprendidos con los números 153,
151, 152 y 153, por aparecer duplicada su publicación.
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III. Otras disposiciones

MINISTERIO DE JUSTICIA

9078 RESOLUCIÓN de 24 de marzo de 1998, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por la Procuradora de los Tribunales,
doña María Vicente Martínez, en nombre de doña Ana
María Madrid Cedrán, contra la negativa de doña María
Luisa Leira Martínez, Registradora de la Propiedad de La
Unión, a practicar una anotación preventiva de demanda,
en virtud de apelación de la señora Registradora.

En el recurso gubernativo interpuesto por la Procuradora de los Tri-
bunales, doña María Vicente Martínez, en nombre de doña Ana María
Madrid Cedrán, contra la negativa de doña María Luisa Leira Martínez,
Registradora de la Propiedad de La Unión, a practicar una anotación pre-
ventiva de demanda, en virtud de apelación de la señora Registradora.

Hechos

I

En el Juzgado de Primera Instancia número dos de los de Murcia,
se siguen autos de juicio declarativo de menor cuantía, número 374/1994,
promovidos por doña Ana María Madrid Celdrán en ejercicio de acciones
de resolución contractual y cancelación de la inscripción registral corres-
pondiente, contra «Residencial Vacaciones, Sociedad Anónima», y otras
personas. El citado Juzgado libró mandamiento de anotación preventiva
de demanda sobre determinadas fincas inscritas a nombre del demandado,
dirigido al señor Registrador de la Propiedad de La Unión.

II

Presentado el anterior mandamiento en el Registro de la Propiedad
citado, fue objeto de la siguiente calificación: «Presentado el precedente
documento el día 3 de mayo último, retirado el mismo día y devuelto
el día 10 de dicho mes y comunicado verbalmente defectos el día 17 de
mayo al presentador don Francisco Javier Aguilar Conesa, quien no ha
hecho opción alguna hasta hoy, que ha solicitado la extensión de esta
nota: Resultando que en el suplico de la demanda, se pide la restitución
de las fincas objeto de la misma a favor de la demandante doña Ana
María Madrid Celdrán, libres de cargas, gravámenes y embargos. Y resul-
tando del Registro, que dichas fincas aparecen inscritas a favor de la enti-
dad demandada ‘‘Residencial Vacaciones, Sociedad Anónima’’, pero que
se hayan gravadas: Las números 29.930 y 29.932, con una anotación de
embargo letra A a favor del Banco Central Hispanoamericano, en recla-
mación de 8.000.000 de pesetas de principal, más 2.500.000 pesetas, para
intereses, gastos y costas, según autos de juicio ejecutivo, número 316/1992,
seguidos por el Juzgado de Primera Instancia número 7 de Murcia, según
se desprende de dichas anotaciones letras A de los citados números de
fincas, obrante a los folios 5 y 7 del libro 330 de la primera sección,
que fueron practicadas el día 10 de junio de 1992, en virtud al mandamiento
expedido el día 4 de mayo de 1992, por doña Inmaculada Abellán Llamas,
Magistrada-Juez sustituta de dicho Juzgado; y además se encuentran afectas
a otra anotación de embargo letra B, a favor de ‘‘Edifalgar, Sociedad Anó-
nima’’, en reclamación de 1.178.258 pesetas de principal y 450.000 pesetas,
para costas e intereses, según autos de juicio ejecutivo, núme-
ro 682/1992-Bp, seguidos por el Juzgado de Primera Instancia número
8 de los de Murcia, según se desprende de dichas anotaciones letra B
de los repetidos números de fincas, obrante a los folios 5 vuelto y 7 del
libro 330 de la primera sección, que fueron practicadas el día 4 de noviem-

bre de 1992, en virtud al mandamiento expedido el día 19 de mayo de
1992, por don Miguel Ángel Larrosa Amante, Magistrado-Juez de dicho
Juzgado; la finca número 29.934, con la misma anotación letra A que las
relacionadas anteriormente, obrante al folio 9 del repetido libro 330 de
la primera sección, que fue practicada con la misma fecha y en virtud
al mismo mandamiento que dichos números de fincas, y la número 29.936,
con una anotación de embargo letra A, a favor del Banco Central His-
panoamericano, en reclamación de 8.000.000 de pesetas de principal, más
2.500.000 pesetas, para costas, gastos e intereses, según autos de juicio
ejecutivo, número 316/1992, seguidos por el Juzgado de Primera Instancia
número 7 de Murcia, según se desprende de dicha anotación letra A al
folio 11 del libro 330 de la primera sección, que fue practicada el día
23 de marzo de 1993, en virtud al mandamiento expedido el día 10 de
febrero de 1993 por don Enrique Blanco Paños, Magistrado-Juez de dicho
Juzgado. Surge el obstáculo del Registro, que si bien se ha dirigido la
demanda contra dicha ‘‘Sociedad Residencial Vacaciones, Sociedad Anó-
nima’’, titular del dominio de dichas fincas, no se ha dirigido contra los
expresados titulares de las referidas anotaciones de embargo, defecto que
con arreglo al artículo 20 de la Ley Hipotecaria impide la práctica de
la anotación de la demanda interesada. Defecto en principio subsanable,
si se desistiera de la petición de la demanda en cuanto al extremo de
quedar libres de cargas, gravámenes y embargos las fincas en cuestión,
de no ser así el defecto seria insubsanable. No practicada anotación de
suspensión por no haberse solicitado. La Unión, 30 de junio de 1994.
El Registrador. Firmado, María Luisa Leira Martínez.»

III

La Procuradora de los Tribunales, doña María Vicente Martínez, en
representación de doña Ana María Madrid Celdrán, interpuso recurso
gubernativo contra la anterior calificación, y alegó: 1.o Que la demanda
de resolución contractual no puede ni debe ser dirigida contra nadie más
que contra aquellos a los que se les achaca el incumplimiento del contrato
en cuestión. Que el artículo 20 de la Ley Hipotecaria no afecta para nada
a los supuestos que en este caso han de ser tenidos en cuenta, y no se
ve en dicho artículo obstáculo alguno para llevar a cabo la anotación pre-
ventiva de demanda solicitada. Que para demandar a los embargantes
existe la acción de tercería de dominio, pero se considera que en una
acción resolutoria de contratos no tiene sentido hacerlo. Que el suplico
de la demanda es claro y no procede desistir de pretensiones que son
legítimas; así, entre otras cosas, se solicitaba: La resolución de los contratos
de compraventa celebrados mediante escritura pública, la condena a «Re-
sidencial Vacaciones, Sociedad Anónima» (titular registral), para que res-
tituya la titularidad y posesión, libre de cargas, gravámenes y embargos
de las fincas en litigio, y la condena al pago de una cantidad en concepto
de resarcimiento de daños, siendo ésta menor en el caso de que la res-
titución de los terrenos se hiciera con éstos libres de cargas, gravámenes
y embargo. Que si el Juzgado que conoce de la demanda aceptara la pre-
tensión de declarar resuelto el contrato de compraventa, con lo que ello
conlleva, la situación jurídica de las fincas, «ex lege», volvería a ser la
existente en el momento anterior al otorgamiento de los contratos incum-
plidos. Que los supuestos derechos de un embargante que no es tercero
hipotecario, sobre unos bienes que pertenecen a quien no es deudor de
aquél, no se encuentran protegidos por la fe pública registral.

IV

La Registradora de la Propiedad, en defensa de su nota, informo: Que
el problema fundamental que se plantea en el presente recurso, consiste
en si se puede extender una anotación de demanda en el supuesto de
que las fincas sobre las que haya de practicarse estén inscritas a nombre


